HABEAS CORPUS PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 660012204002201900103-00
ACCIONANTE: THB
NIEGA AMPARO
A. N° 051

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS CORPUS / REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA / PROCESO PENAL EN CURSO / NO ES ACCIÓN ALTERNATIVA DEL TRÁMITE QUE DEBE CUMPLIRSE EN AQUEL.
De conformidad con los lineamientos legales y supralegales, la presente acción es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o la misma se prolonga ilegalmente. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produce por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legalmente establecidos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial. (…)
De conformidad con la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por la accionante, su detención no es arbitraria sino derivada de una orden de captura emitida en su contra por autoridad judicial competente –Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.)-, la cual fue debidamente legalizada por el Juzgado Quinto Penal Municipal de esa misma localidad en julio 08 de 2019…
Aunado a lo anterior, las presuntas trasgresiones a las garantías procesales que por esta vía reclama la accionante, se originaron dentro del trámite que dio lugar a su nueva detención, no obstante haberse encontrado para ese momento privada de la libertad en su domicilio; en consecuencia, ese debate debe darse dentro del proceso que se adelanta en su contra, el cual se encuentra en su fase preliminar…
No es por tanto el habeas corpus un trámite apropiado para una confrontación como la que aquí se plantea, y en ese sentido se ha indicado:

“[…] Al respecto, se ha de insistir en que esta acción no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en desarrollo del proceso penal en relación con los hechos que se investigan, el marco temporal y situacional de su ocurrencia o las causales de excarcelación…
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SALA UNITARIA DE DECISIÓN PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diecisiete (17) de julio de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:20 p.m.

1.- VISTOS 

En condición de juez unipersonal, el suscrito magistrado decide la acción de habeas corpus promovida por la ciudadana THB con la finalidad de que se le restaure el derecho fundamental a la libertad que considera quebrantado, y que le fuera atribuido al Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.).

2.- ANTECEDENTES

2.1.- En escrito presentado el día de ayer 16 de julio de 2019 en horas de la tarde (03:28 p.m.), la señora THB, titular de la cédula de ciudadanía No. 1.112´783.999, dio a conocer que se encuentra arbitrariamente detenida con soporte en los siguientes argumentos:

Refiere que en julio 07 de 2019 encontrándose en su residencia ubicada en la manzana 5, casa 4, barrio La Aurora de Cartago (V.), miembros de la Policía Nacional ingresaron a la misma con orden de allanamiento y de captura en su contra, por la conducta de concierto para delinquir con fines de tráfico de estupefacientes y rebelión, a consecuencia de una supuesta reunión en la que había estado en junio de 2019, de la cual hizo parte activa, lo que es falso al encontrarse en prisión domiciliaria desde hace 22 meses, con controles periódicos del INPEC, autoridad que puede dar fe que en la fecha de los referidos hechos permanecía en su casa.

Al ser madre cabeza de familia se encontraba con su hijo de 5 años por no contar con familia extensa que mitigue su ausencia, y por ello para la fecha de la supuesta comisión del hecho cuidaba a su hijo cuyos derechos fueron vulnerados por los policiales quienes para proceder a capturarla encerraron al menor en una habitación de la casa; ello, sin asistencia de funcionarios del ICBF o juez de familia que garantizara sus derechos. Agrega que contaba con una medida privativa de la libertad y con antelación a emitir una nueva captura debían contar con los protocolos de protección al menor.
La captura ordenada deja en entredicho el programa metodológico, en tanto los funcionarios del Estado debían tomar datos de las fechas donde se encontraba en su residencia, para determinar que nunca estuvo en el lugar de los acontecimientos que ahora se le endilgan. Lo dicho con miras a establecer si la medida privativa de la libertad era la conducente para sacar adelante el proceso, o si aquella de la cual era acreedora resultaba suficiente, todo lo cual viola el principio del in dubio pro reo al no dejarla la posibilidad de asistir en forma voluntaria ante requerimiento de la justicia para explicar cualquier duda en su contra.
Luego de hacer mención a la convención Americana de los Derechos Humanos reclama que se restablezca su libertad.

2.2.- Una vez admitida la acción se dio traslado de la solicitud al Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.), al defensor de la procesada, al agente del Ministerio Público y a la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas (Rda.), para que se pronunciaran al respecto.

Las respuestas obtenidas de parte de los despachos vinculados al trámite, se pueden resumir así: 

- El Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.):

A ese despacho le correspondió conocer de las audiencias concentradas solicitadas por las Fiscalía 85 Especializada de Pereira, y por medio de las cuales se declaró la legalidad: (i) del registro y allanamiento; y (ii) de la captura con orden judicial en contra de THB. A la indiciada se le formuló imputación como presunta coautora del concurso de delitos de concierto para delinquir agravado por los fines de narcotráfico y rebelión, cargos que no aceptó y a consecuencia de lo cual se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario. Frente a esta última decisión el defensor interpuso recurso de apelación cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Cartago (V.), sin haberse desatado el mismo.
Las audiencias celebradas estuvieron revestidas de todas las garantías constitucionales y legales, y si bien a la misma se le impuso la referida medida, lo fue por cuanto la Fiscalía presentó abundante información que arrojaba una inferencia lógica de participación de la misma en las ilicitudes endilgadas, además de acreditarse los fines constitucionales para su imposición. Adicionalmente, la indiciada ha contado desde el momento de la aprehensión con la asistencia de un defensor público que ha efectuado una adecuada defensa técnica.

Estima que el habeas corpus no es procedente por cuanto la comprometida se encuentra privada de su libertad con ocasión de una decisión judicial, misma que fue adoptada en cumplimiento del principio de legalidad y con ocasión de los elementos probatorios que indicaban una inferencia de participación en los hechos. Así mismo, por cuanto lo que pide la accionante es que se efectúe un nuevo análisis de lo debatido, con lo cual se desplazaría al funcionario competente, máxime que no se ha resuelto la alzada frente a la imposición de la medida de aseguramiento. Pide en consecuencia se deniegue el amparo reclamado.
- La Directora de la reclusión de mujeres de Pereira:

Expresa que la señora THB ingresó a dicho establecimiento en julio 09 de 2019, con boleta de encarcelación emitida por el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.), donde se ordenó la medida de aseguramiento de detención privativa, por las conductas de concierto para delinquir agravado en concurso heterogéneo con rebelión. Al efectuar el proceso de ingreso se detectó que la misma se encontraba con una medida de vigilancia electrónica en esa misma ciudad de Cartago (V.) al haber sido condenada a 64 meses de prisión por el delito de tráfico de estupefacientes a cargo del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Buga (V.)
Las demás personas vinculadas no se pronunciaron dentro del término concedido.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA
Tiene competencia el suscrito magistrado para conocer de esta acción, de conformidad con el artículo 2º de la Ley 1095/06 y en consideración a que la persona que alega la violación al derecho fundamental se encuentra privada de su libertad en esta capital
.
Del escrito recibido se observa el interés de poner en marcha la Administración de Justicia en pro de activar el derecho fundamental a la libertad personal por medio del ejercicio de la acción constitucional que encarna el habeas corpus (artículos 28 y 30 de la Carta Política).

De conformidad con los lineamientos legales y supralegales, la presente acción es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o la misma se prolonga ilegalmente
. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produce por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legalmente establecidos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.
Se trata de una prerrogativa intangible, de aplicación inmediata, no susceptible de limitación, aplicable de conformidad con una interpretación ajustada a las reglas que integran el bloque de constitucionalidad, y que no sólo propende por la protección de la libertad sino también de la vida y la integridad personal como se dejó establecido en la Sentencia C-187/06.
De entrada advierte el suscrito magistrado que en el asunto puesto de presente no está demostrada la existencia de alguna de las causales que viabilizan la liberación por esta vía judicial especialísima.
De conformidad con la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por la accionante, su detención no es arbitraria sino derivada de una orden de captura emitida en su contra por autoridad judicial competente –Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Cartago (V.)-, la cual fue debidamente legalizada por el Juzgado Quinto Penal Municipal de esa misma localidad en julio 08 de 2019, ante el cual fue puesta a su disposición la señora THB y otros, dentro de las 36 horas siguientes, con miras a que se verificara el respeto a los derechos fundamentales que le asistían y aún le asisten en esa condición, tal cual así se hizo, y sin que se hubiere interpuesto recurso alguno en lo que hacía relación específicamente con la legalidad de la diligencia de allanamiento y registro y la aprehensión. Igualmente en esa oportunidad se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario, determinación que fue apelada por la defensa y se está a la espera de que la segunda instancia resuelva lo pertinente -Juzgado Primero Penal del Circuito de Cartago (V.)-, tal cual así así lo verificó la Sala
.  
Aunado a lo anterior, las presuntas trasgresiones a las garantías procesales que por esta vía reclama la accionante, se originaron dentro del trámite que dio lugar a su nueva detención, no obstante haberse encontrado para ese momento privada de la libertad en su domicilio; en consecuencia, ese debate debe darse dentro del proceso que se adelanta en su contra, el cual se encuentra en su fase preliminar, en tanto como se aprecia de la información arrimada la legalización de captura e imposición de medida de aseguramiento es de reciente data, y aún no se ha resuelto la apelación presentada contra la decisión que la privó de su libertad.

Ahora bien, independientemente de la determinación que frente a esa discusión adopte la judicatura, es lo cierto que a la fecha se encuentra vigente una medida de detención intramural en su contra emitida por autoridad competente, situación que legitima su actual reclusión. Lo dicho, sin olvidar que incluso cuenta con otra medida de privación de la libertad en su residencia.

Quedaría pendiente desde luego, la posibilidad de una potencial revocatoria de ese medida si es que se cuenta con material probatorio que así lo permita, e igualmente el subsiguiente debate en juicio a efectos de desvirtuar los cargos que se formulan en su contra. 

No es por tanto el habeas corpus un trámite apropiado para una confrontación como la que aquí se plantea, y en ese sentido se ha indicado:
“[…]Al respecto, se ha de insistir en que esta acción no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en desarrollo del proceso penal en relación con los hechos que se investigan, el marco temporal y situacional de su ocurrencia o las causales de excarcelación, pues por ser un trámite excepcional está limitado a la protección de la libertad y de los derechos fundamentales que se deriven de ella como la vida, la integridad personal y el no ser sometido a desaparecimiento, o a tratos crueles y torturas, como lo concluyó la Corte Constitucional en sentencia C-187 de 2006 en el control previo realizado a la Ley Estatutaria de habeas corpus.

Precisamente, al constituir un medio excepcional de protección de la libertad no puede desconocer los trámites judiciales dispuestos para el proceso penal, ni el juez constitucional encargado de resolverlo puede sustituir a los funcionarios encomendados del conocimiento de tales procedimientos ordinarios, al punto que le está vedado cuestionar situaciones de fondo o de responsabilidad penal del procesado, debatir asuntos probatorios y de valoración, porque sólo se trata de una revisión de los aspectos formales o circunstanciales que rodearon la afectación de la libertad. […]”

Finalmente, en relación con las presuntas anomalías que al parecer se originaron el día de su retención, por no haber estado presente un funcionario que velara por la protección de los derechos de su menor hijo, ello no puede ser objeto de análisis en esta acción constitucional, en tanto de considerar que en efecto existió afectación en tal sentido con el proceder de los funcionarios que intervinieron en la diligencia de allanamiento y captura, serán las autoridades disciplinarias las que deban resolver tal aspecto, y a las cuales podrá acudir la interesada si a bien lo tiene.
En esos precisos términos, estima la Sala Unitaria que la protección constitucional elevada por la señora THB no está llamada a prosperar, y en consecuencia se negará en cuanto la garantía fundamental a su libertad no ha sido conculcada.
4.- DECISIÓN  

El suscrito magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.),
RESUELVE
SE NIEGA por improcedente el amparo de habeas corpus interpuesto por la ciudadana THB; en consecuencia, no se accede a su liberación de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
Contra esta decisión procede el recurso de apelación.

Por secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.

Notifíquese y cúmplase 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
               Magistrado




 
      Secretaria
� Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-187/06, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y Corte Suprema de Justicia, Sala Unitaria, providencia del veintinueve (29) de enero de 2007, Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� Ley 1095 de 2006, artículo 1º.


� Ver constancia visible a folio 17.


�  CSJ AP, 19 ene. 2010, rad. 33373.
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